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Estudio de caso 
en la cuenca de la Laguna de Fúquene 
Colombia 
En el marco del Proyecto “Mejora de las Politicas de Apoyo para el Desarrollo Sostenible de las 
Montañas” se desarrolló en en Colombia un estudio de caso en la cuenca de la Laguna de Fúquene. 
Este estudio se llevó a cabo dentro del marco de una cooperación y financiamiento entre el Proyecto 
“Sustainable Agriculture and Rural Development in Mountain Regions” SARD-M de FAO, el Programa 
Global de Montañas GMP del CGIAR y el Proyecto Regional Cuencas Andinas. 
El Proyecto Regional Cuencas Andinas se ejecuta entre CONDESAN, REDCAPA y GTZ de la 
Cooperación Alemana. La  realización del estudio se hizo con la Fundación para el Desarrollo Sostenible 
Territorial (FUNSESOT). y el seguimiento y la evaluación del trabajo fue una responsabilidad conjunta de 
las dos entidades cooperantes. 
El objetivo del estudio fue: “Identificar y analizar las fortalezas y debilidades de los diferentes actores 
sobre las políticas de uso y conservación de los recursos naturales renovables en montañas de los 
Andes, especialmente agua, suelo y bosque mediante un estudio de caso en la cuenca Laguna de 
Fúquene, departamento de Cundinamarca, Colombia”. 
Con el estudio se buscó contestar las siguientes preguntas: 
• ¿Cuáles son los objetivos de la política agraria y de desarrollo rural a nivel nacional, regional y 
local, referentes especialmente al uso de los recursos naturales? 
• ¿Cómo tratan las políticas las especificidades del tema de montañas: fragilidad, inaccesibilidad, 
marginalidad y diversidad? 
• ¿Cómo han impactado las políticas en la sobre vivencia de las comunidades y en el medio 
ambiente? 
• ¿Qué elementos de las políticas han facilitado desarrollos positivos y cuáles han frenado el 
desarrollo o generado impactos negativos? 
La información secundaria fue obtenida entre otras fuentes de publicaciones realizadas por el Ministerio 
de Agricultura y Desarrollo Rural, el Ministerio del Ambiente,  la Corporación Colombia Internacional, el  
CEGA, la Sociedad de Agricultores de Colombia, las Corporaciones Autónomas Regionales y otras 
entidades académicas. Se seleccionaron las leyes más relacionadas con el Desarrollo rural y el manejo 
de recursos naturales renovables, dándoles énfasis a estas por tener que ver con los problemas de las 
montañas. Las leyes seleccionadas se analizaron de acuerdo a los incentivos, sanciones (monetarias y 
no monetarias) que ofrecen a la población, especialmente si estas toman en cuenta las especificidades 
del tema de montaña. 
Las encuestas, las entrevistas a expertos y talleres se elaboraron teniendo en cuenta las variables antes 
mencionadas y las fundamentales de la política agraria y dándole énfasis a aquellas que tienen que ver 
con el uso sostenible de los recursos naturales. Se levantaron 300  encuestas entre los pobladores 
pertenecientes a diferentes estratos sociales y genero de la  parte alta, media y baja; de tal manera que 
se pudo medir la aplicabilidad de las mismas.  Se llevaron a cabo 36 entrevistas a diferentes expertos en 
Lima y Piura, quienes contribuyeron a clarificar los mecanismos de formulación y ejecución de las 
medidas de política, la problemática existente y el contexto dentro del cual se aplican o no las normas. 
La información de las encuestas fue validada y complementada con la realización de un taller de 
discusión, en el cual se utilizaron herramientas de diagnóstico rural participativo. Los resultados fueron 
discutidos y complementados en un taller en Piura con técnicos y líderes de las dos subcuencas. Toda la 
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información recabada fue analizada utilizando herramientas de estadística descriptiva y confrontando los 
resultados con la teoría y con los escasos estudios existentes. 
Algunos de los resultados, de acuerdo a los objetivos fueron: 
¿Cuáles son los objetivos de la política agraria y de desarrollo rural en el ámbito nacional, 
regional y local, referentes especialmente al uso de los recursos naturales?  
La administración del Presidente Álvaro Uribe Vélez estableció, como uno de sus proyectos principales, 
el desarrollo de un ejercicio prospectivo de planeación, denominado Visión Colombia II Centenario: 
20191, cuyo objetivo es servir como punto de partida para pensar el país que todos los colombianos 
desearían tener, para el momento de la conmemoración del segundo centenario de vida política 
independiente, a celebrarse el 7 de agosto de 2019. 
Toda la visión del segundo centenario se erige sobre dos principios básicos: 
1. Consolidar un modelo político profundamente democrático, sustentado en los principios de 
libertad, tolerancia y fraternidad, y 
2. Afianzar un modelo socioeconómico sin exclusiones, basado en la igualdad de 
oportunidades y con un Estado garante de la equidad social. 
Estos dos principios, a su vez, se desarrollan en cuatro grandes objetivos: 1. Una economía que 
garantice mayor nivel de bienestar, 2. Una sociedad más igualitaria y solidaria, 3. Una sociedad de 
ciudadanos libres y responsables y  4. Un Estado eficiente al servicio de los ciudadanos. 
Para la agricultura la Visión 2019 define que “En 2019 la agricultura colombiana habrá incrementado su 
producción de manera competitiva y su capacidad para acceder a los mercados internacionales, 
partiendo de un aprovechamiento más eficiente de las ventajas comparativas que brinda el trópico y de 
la promoción de procesos de generación de valor agregado, principalmente la innovación tecnológica. La 
agricultura ofrecerá mejores oportunidades y un mejor nivel de vida a la población del campo y del país”.  
Esta visión, con énfasis en la competitividad, busca aprovechar las ventajas de Colombia en cuanto a 
disponibilidad de recursos naturales, posición geográfica y existencia de estructura institucional, para 
mejorar el nivel de vida de población rural. 
Respecto al manejo de los recursos naturales la Visión 2019 también establece una visión: “En 2019 
Colombia habrá alcanzado un ritmo sostenido de desarrollo económico y social, fundamentado en el 
aprovechamiento sostenible del medio ambiente, los recursos naturales, la biodiversidad y los servicios 
que proveen; y se habrá incorporado la participación de la sociedad en la toma de decisiones 
ambientales, en sus costos y en sus beneficios” 
En Colombia existe un amplio marco conceptual de las políticas agrarias y de recursos naturales que 
constituyen una base para la implementación de las políticas y el diseño de instrumentos de corto plazo. 
También demuestra el interés existente por la discusión del sobre el devenir del sector y el valor que se 
da a la formulación de reglas en la solución de los diferentes problemas existentes. 
La política Agraria de corto plazo 
El Plan Nacional de Desarrollo 2003-2006 “Hacia un Estado Comunitario” (Ley 812 de 2003) establece el 
marco donde se establece las diferentes políticas macro y sectoriales. 
La política agropecuaria según el Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural está dirigida a forjar una 
situación positiva del agro, consistente con la necesidad de alcanzar la competitividad en los escenarios 
internacionales y en los propios mercados internos; a lograr la armonía entre las acciones estatales y las 
iniciativas privadas, de tal manera que se logre el desarrollo de esquemas innovadores de gestión con 
                                                 
1 DNP. 2005. "Visión Colombia Segundo Centenario: 2019". DNP. Bogotá. 
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criterios de optimización de recursos y esfuerzos; y a que los beneficios del desarrollo tengan cobertura 
sobre toda la sociedad rural.
En el plano estrictamente sectorial, la política se ha diseñado sobre la base de cuatro ejes 
fundamentales:
• Inversión y financiamiento 
• Investigación y desarrollo tecnológico 
• Comercialización 
• Desarrollo rural 
Como institucionalidad para la articulación de estos diferentes ejes, se ha promovido la consolidación de 
la visión de cadena productiva. De esta forma se busca focalizar las acciones que se desarrollen en cada 
uno de los ejes para garantizar un mayor impacto en las inversiones del estado y mayor eficiencia en las 
iniciativas público-privadas. 
Como instrumentos de política se han puesto en marcha: 
• En la parte financiera: Fondo Agropecuario de Garantías – FAG, Incentivo a la Capitalización 
Rural – ICR, Crédito Asociativo y Certificado Incentivo Forestal – CIF; Seguro Agrícola; 
Titularización de Reposición de Activos de Operaciones – REPO; Programa Nacional de 
Reactivación Agropecuaria – PRAN y Programa Nacional de Reactivación Cafetera – PRAN 
Cafetero 
• En la parte de mejoramiento tecnológico: Agenda de Investigación; acuerdos de competitividad y 
mejoramiento de la sanidad agropecuaria; Sistema Nacional de Ciencia y Tecnología 
Agroindustrial, fondos parafiscales, Programa Nacional de Transferencia de Tecnología 
Agropecuaria – PRONATTA y Sistema Nacional de Ciencia y Tecnología Agroindustrial e 
Instituto Colombiano de Desarrollo Rural, INCODER. 
• Dentro de los instrumentos para mejorar la comercialización sobresalen: Agricultura por 
Contrato, Fondo de Comercialización; Fondos de Estabilización de Precios y Observatorio para 
la Competitividad. 
• En la parte de comercio internacional: Negociaciones internacionales dentro de: CAN-PACA, 
OMC, ALCA, Acuerdos bilaterales y medidas de protección y estabilización (Aranceles, franjas 
de precios, vistos buenos, salvaguardias, derechos correctivos) 
• En instrumentos de desarrollo rural: Adecuación de Tierras; Vivienda de Interés Social Rural y 
Reforma Agraria, Plan de Modernización para la Economía Campesina; Alianzas Productivas; 
Apoyo integral a los productores de Economía Campesina, Apoyo al Desarrollo de la 
Microempresa   Rural – PADEMER y Programa Mujer Rural. 
La política Ambiental de corto plazo 
En Colombia, desde 1974 se ha expedido cada cuatro años una política nacional ambiental:  
• La política ambiental, contenida en el Plan Nacional de Desarrollo 1990-1994 ordenó, entre 
otros, la creación del Ministerio del Medio Ambiente y la contratación de créditos con la banca 
multilateral con el fin de fortalecer la gestión ambiental. 
• El Plan Nacional de Desarrollo 1994-1998, estableció la política ambiental denominada "Hacia el 
desarrollo humano sostenible". Plantea cinco objetivos básicos: promover una nueva cultura del 
desarrollo, mejorar la calidad de vida, promover una producción limpia, desarrollar una gestión 
ambiental sostenible y orientar comportamientos poblacionales. 
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• El Plan Nacional de Desarrollo 1998-2002 incorpora "El proyecto colectivo ambiental para 
construir la paz" y define al agua como tema prioritario y eje articulador de la política ambiental. 
Registra una continuidad en relación con la política ambiental de los dos períodos anteriores, así 
como continuidades con las políticas nacionales de los años setenta y ochenta como se tipifica 
en el caso de los bosques. 
• En el Plan de desarrollo 2002-2006: “Hacia un estado comunitario” es donde se otorga menos 
importancia al tema ambiental, lo que desde un principio fue evidente cuando se fusionó el 
Ministerio del Medio Ambiente con el Ministerio de Desarrollo, perdiéndose el estatus que tenía 
el manejo ambiental en el contexto de los Planes de Desarrollo Nacionales. 
Estructuras descentralizadas 
Otro factor importante es la existencia de las Secretarias de Agricultura o de Desarrollo en el ámbito de 
los departamentos. Es estas entidades, constituidas por pequeños grupos de profesionales y técnicos, se 
formulan planes y programas de acuerdo a las necesidades propias de la región o se establecen 
acuerdos para implementar las políticas establecidas a nivel nacional.  
En el nivel local la responsabilidad de desarrollo rural se lleva a cabo principalmente en la provisión de 
servicios de asistencia técnica, en la planeación y ejecución de los planes de ordenamiento territorial y 
en la coordinación con el Sistema Sectorial de Planificación del Ministerio de Agricultura. Para los 
procesos de planificación juegan un papel importante los Consejos Municipales de Desarrollo Rural, los 
cuales están compuestos por las organizaciones gremiales y por las autoridades municipales y tiene 
cómo propósito definir el plan de desarrollo rural del municipio  y participar en el Plan de Desarrollo 
general. 
La asistencia técnica se ofrece a través de las Unidades Municipales de Asistencia Técnica Agropecuaria 
UMATAS y más recientemente a través de Centros Provinciales de Gestión Agroempresarial. La 
excesiva descentralización, ha significado la pérdida de una perspectiva de desarrollo nacional, dada la 
falta de mecanismos eficaces de articulación y orientación. Los municipios tienen por Ley que realizar los 
Planes de Ordenamiento Territorial. La mayoría han sido ejecutados de manera independiente de la 
labor de las UMATAS y han tenido poca ejecución y por ende poco impacto en lograr cambiar hacia un 
uso más sostenible de los recursos naturales. 
¿Cómo tratan las políticas las especificidades del tema de montañas: fragilidad, inaccesibilidad, 
marginalidad y diversidad? 
Dentro de la política agraria nacional no aparece el tema de las montañas como un tema específico, 
queremos decir bajo el nombre de políticas de montañas. Sin embargo muchas de las medidas y 
funciones definidas para la  institucionalidad vigente tienen que ver con los temas generales de uso 
sostenible y conservación de los recursos naturales en zonas quebradas. 
Desde otro ángulo, el tema de las montañas tiene el peligro de verse más desde el punto de vista 
biofísico (cambio climático, degradación de suelos y manejo del agua) que de una manera integral. La 
visión sectorializada del uso de los recursos y las pocas experiencias realizadas bajo el concepto de 
desarrollo rural territorial, deja el tema de las “montañas” como un tema aún incipiente en la práctica, a 
pesar de tener una antiquísima valoración y reconocimiento. 
* En Colombia existe una institucionalidad pública amplia y descentralizada que tiene que ver con el 
tema de las montañas: Ministerios de Agricultura y Desarrollo Rural; Ministerio de Ambiente, Vivienda y 
Desarrollo Territorial; Instituto Colombiano de Desarrollo Rural, INCODER; Corporaciones Autónomas 
Regionales, Instituto Colombiano Agropecuario, Instituto de Hidrología, Meteorología y Estudios 
Ambientales IDEAM, Instituto Alexander von Humboldt, Instituto Geográfico Agustín Codazzi, 
Secretarias de Agricultura Departamentales y Centros Provinciales de Gestión Agropecuaria. Además, 
existen, en varias universidades, centros de investigación que apoyados por COLCIENCIAS, y 
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programas específicos como el de “Agricultura de laderas” impulsado por el CIAT, que desarrollan 
trabajos dirigidos a lograr el uso sostenible de las regiones de montaña. 
¿Cómo han impactado las políticas en la sobre vivencia de las comunidades y en el medio 
ambiente? 
Para poder contestar esta pregunta tratamos de analizar la evolución de la pobreza y  de la degradación 
de los recursos naturales como indicadores agregados de los impactos de la política diseñada para el 
sector rural. Comprendemos que la agregación no es la mejor, pues hay grandes diferencias entre las 
regiones, siendo las más atrasadas aquellas de las planicies de la costa, de las zonas más altas de los 
Andes y las comunidades indígenas en las diversas latitudes del país. 
Pobreza 
De acuerdo con Fajardo, 2004, el campo colombiano a través de las décadas ha presentado una 
profunda desigualdad en el acceso a la tierra y con ella la perpetuación de formas arcaicas de poder, de 
apropiación de rentas y violencia, las cuales han limitado el desarrollo de la economía y de las relaciones 
políticas. En Colombia, según datos del Banco Mundial, 2001, la pobreza permanece como un problema 
crítico y fuerte de dimensiones regionales. La incidencia de la pobreza en las áreas rurales fue del 80% 
en 1999 comparada con el 55% en las áreas urbanas. Para finales de 2005 se considera que la pobreza 
rural ha disminuido en 8 puntos, pero sigue siendo demasiado alta2. 
La persistencia de la pobreza se puede tomar como un indicador del escaso impacto que la 
implementación de las políticas y el desempeño de las instituciones han tenido sobre este indicador de la 
sobre vivencia de las personas y comunidades rurales en el país. 
* Los indicadores mostrarían que hay en forma agregada muchas dificultades. Esta agregación 
enmascara sin embargo, situaciones de éxito en algunas regiones y algunos proyectos, pero coincide 
con la percepción general de los profesionales en las entrevistas y los talleres. La situación de los 
pobres del campo no ha mejorado debido a su actividad, mejoramientos del ingreso a veces se dan por 
las actividades informales fuera del sector, representadas en migración temporal o empleo en tareas 
urbanas. 
Seguridad Alimentaria 
Colombia enfrenta serios desafíos en la búsqueda de la seguridad alimentaria de su población. Si bien 
se muestran algunos progresos en los indicadores principales, aún el 13% de las colombianas y 
colombianos está sub-nutridos, el 13.5% de los menores de 5 años presenta desnutrición crónica y la 
tasa de muertes por desnutrición es de 5 por cada cien mil habitantes. 
A esta situación contribuyen los altos índices de pobreza, la alta deuda pública (50% de PIB); en el 2005 
cerca del 48% del presupuesto general de la Nación se destinó al pago de costos financieros por la 
deuda y a los gastos de defensa y seguridad nacional3. 
El gobierno nacional ha diseñado dentro del Plan Nacional de Desarrollo varias acciones para mejorar la 
seguridad alimentaria. Destacan entre estas: Fortalecimiento del Instituto Colombiano de Bienestar 
Familiar del Ministerio de Protección Social, Plan Nacional de Alimentación y Nutrición, Programas 
específicos como “Familias en acción”, “Protección del adulto mayor”, “Desayunos infantiles” y aquellas 
dedicadas a mejorar el desempeño de la producción y comercialización de alimentos. 
                                                 
2 Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural. 2005. Obra citada 
 
3 Salcedo B. S.(Editor) 2005.  Políticas de seguridad alimentaria en los países de la Comunidad Andina. FAO. 
Santiago de Chile. p. 61. 
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Nuevamente es este campo se puede decir que la normatividad y el planteamiento de estrategias supera 
la implementación y el logro de impactos concretos. El país avanza, pero los problemas de seguridad 
alimentaria en algunas regiones aun persisten. 
En la zona del estudio de caso la seguridad alimentaria no presenta problemas, por tratarse de una zona 
con buena producción y buena infraestructura, lo cual permite una amplia vinculación de la población a la 
economía nacional y sobre todo al mayor mercado nacional: Bogotá. 
* En cuanto a los efectos de la política sobre los recursos naturales, cuya explotación esta ligada a las 
acciones que se realizan en las montañas y valles del país, se presentan las pérdidas que ocurren en 
suelo, agua, bosque y biodiversidad. Según el PNUD 17% del territorio colombiano muestra signos de 
desertificación. en tanto que un 15 por ciento adicional es vulnerable de sufrirla en un futuro cercano. 
De acuerdo con el informe, Colombia presenta procesos de degradación de suelos, tales como 
erosión, compactación, lixiviación de nutrientes, contaminación, salinización y sodificación. Esta 
degradación de nuestros suelos es causada por actividades como deforestación, minería, ganadería 
intensiva y extensiva, sistemas agrícolas no sostenibles, uso inadecuado de fuentes de agua, quemas 
indiscriminadas y cultivos ilícitos. 
Perdidas de agua 
Hasta 1990 Colombia ocupaba el cuarto lugar en el mundo después de la Unión Soviética, Canadá y 
Brasil en mayor volumen de agua por unidad de superficie. Siete años después el panorama es 
totalmente diferente según el último estudio del Departamento Nacional de Planeación, realizado en 
1996, el cual indica que ahora Colombia ocupa el puesto 17 a nivel mundial en volumen de agua por 
unidad de superficie. 
En el país, cada seis meses desaparece un río debido a la tala indiscriminada de bosques, situación que 
atañe directamente a los ecosistemas acuáticos y terrestres, de los cuales depende casi en su totalidad 
la vida de la tierra. El sistema institucional y administrativo, es decir la gobernabilidad del agua, ocupa 
también un puesto destacado en nuestra problemática. Los sistemas de captación y distribución 
presentan muchas fallas de diseño y de mantenimiento que llevan a altas pérdidas y a poner en riesgo el 
abastecimiento de la población en años secos, no por carencia natural de agua sino por deficiencias en 
los acueductos4. 
Pérdida de bosque y biodiversidad 
No existe acuerdo entre las diferentes entidades y los distintos investigadores sobre las pérdidas de 
bosque y biodiversidad. Se calcula que alrededor de 300.000 ha de bosque se pierden anualmente, 
debido a la expansión de la frontera agrícola y la colonización (73.3%), la producción maderera (11.7%), 
el consumo de leña (11.0%), los incendios forestales (2%), y los cultivos ilícitos (2%) 
La actual degradación de la infraestructura biológica que se vive actualmente en las montañas y llanuras 
del país como consecuencia de la acelerada deforestación, desertificación y destrucción de ecosistemas 
esenciales para el equilibrio ecológico, ha venido generando respuestas de tipo legal y regulatorio, como 
el establecimiento de parques nacionales, planeación de la población (planificación familiar) y el manejo 
adecuado de los ecosistemas y de las especies, los cuales han favorecido la conservación de los 
recursos naturales. 
De los impactos agregados mostrados puede uno colegir que las políticas e instituciones diseñadas e 
implementadas han generado avances, pero persisten aun graves dificultades en cuanto a avanzar hacia 
un desarrollo sostenible. Tanto a nivel de estructura como a nivel de procesos existen amplias 
posibilidades de mejoramiento. 
                                                 
4 Guhl N. Ernesto. 2005. Peligros y soluciones a la escasez y contaminación creciente del agua. Tomado de Internet.  
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¿Qué elementos de las políticas han facilitado desarrollos positivos y cuáles han frenado el 
desarrollo o generado impactos negativos?  
Positivos: 
• La gran preocupación del gobierno central, los gremios y la academia por generar análisis del 
sector, tanto el lo agropecuario como en lo forestal y de manejo de recursos naturales no 
renovables, formulación de visiones participativas y mantener un dialogo permanente entre los 
diferentes sectores. 
• El diseño y reforma de las instituciones y organizaciones públicas, especialmente a nivel 
nacional, para responder a las demandas de los gremios y grupos organizados y para 
modernizar la acción del sector dentro de los marcos del cambio de paradigma de desarrollo 
ocurrido en el país. 
• La realización de los “acuerdos para la competitividad” y la consolidación de las cadenas 
agroproductivas y alimentarias. Juntas acciones han mostrado progresos significativos y han 
contribuido a la mejor inserción del país en el mercado mundial. 
• El impulso a los proyectos de “alianzas productivas” entre productores, comercializadores y 
entidades del Estado, especialmente las Secretarias de Agricultura departamentales. 
• Los procesos de descentralización han creado un ámbito importante de discusión sobre la 
adecuación de las medidas necesarias para cada región y están comenzando a generar un 
movimiento significativo a favor del desarrollo rural territorial y del rol de los gobiernos locales y  
regionales en el desarrollo rural. 
• Las diversas instituciones públicas y privadas han desarrollado innumerables metodologías para 
el trabajo con los pequeños productores y con las comunidades indígenas.  
• El mantenimiento de las Corporaciones Autónomas Regionales como entidades encargadas de 
la implementación de la política ambiental y de recursos naturales renovables. 
• Los estudios realizados para hacer los planes muestran las potencialidades existentes de tierras 
aptas para los cultivos, la producción agropecuaria y la reforestación, la disponibilidad de mano 
de obra, proximidad a grandes mercados, disponibilidad de tecnología y de especies y el marco 
de incentivos generado. 
• La importancia que la Constitución de 1991 le da a los procesos de participación ciudadana y de 
descentralización. 
• La participación de las comunidades en la gestión de ecosistemas rurales, áreas protegidas y 
territorios de comunidades étnicas constituye un principio constitucional, desarrollado además en 
las normas legales y los documentos rectores de la política económica, social y ambiental del 
país. 
• Se inicia el reconocimiento por parte del sector productivo agropecuario y agroindustrial y de las 
zonas urbanas, de su dependencia de una gestión ambiental adecuada sobre los ecosistemas 
productores de servicios ambientales y particularmente de agua. 
• Existencia de normas legales que establecen la obligación de los municipios de constituir zonas 
de reserva en las cabeceras de sus fuentes de agua. 
Negativos 
• La producción de conceptos para la reforma institucional y modernización del sector se ha hecho 
orientando las acciones hacia la agricultura y la ganadería y olvidando una visión integral de lo 
rural. 
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• Existe una brecha entre el discurso político y el marco teórico que sustentas las formulaciones de 
reforma y la ejecución y seguimiento de las mismas. La falta de recursos financieros para cumplir 
con las funciones de promoción (generación de incentivos para cambios de comportamiento de 
los actores), de ejercicio de la autoridad (cumplimiento de las sanciones previstas y vigilancia 
preventiva) y de seguimiento y evaluación (posibilidades de hacer ajustes y adecuaciones), la 
politización de las instituciones y la falta de coordinación interinstitucional generan un bajo 
desempeño de las instituciones públicas y un bajo impacto en los cambios esperados. 
• Si bien ha habido avances en los proceso de descentralización de algunas de las políticas y 
funciones, todavía la articulación entre los niveles nacional. departamental y municipal es 
precario. Hay predominio de lo nacional y genérico, frente a las necesidades de lo regional y 
local. 
• La tenencia de la tierra en el país la caracteriza una elevada concentración de la propiedad: 
• El desempleo en Colombia es particularmente alto. 
• La participación se lleva a cabo sobre la base de información incompleta, insuficiente o 
incomprensible sobre los procesos en los cuales se va a participar, lo cual conduce a diálogos de 
sordos entre el Estado, el sector productivo y de infraestructura y las comunidades. 
• Las posiciones del Estado frente al tema ambiental y su gestión no son coherentes entre sí. No 
existe unidad de criterios entre las instituciones del Estado --ni incluso al interior mismo del 
Ministerio del Medio Ambiente--, lo cual impide una gestión ambiental coherente y dificulta la 
interlocución con las comunidades (que por lo general tampoco tienen posiciones unificadas). 
• La permanencia del conflicto armado y del narcotráfico generan inestabilidad e inseguridad en el 
campo, situación que genera incertidumbre y frena las inversiones y algo más grave, mina la 
confianza general del país. 
• El crecimiento del sector es oscilatorio debido a la alta variabilidad de los precios internacionales 
de los productos transables y al rápido crecimiento de los costos de producción. 
• La brecha existente entre regiones en cuanto a crecimiento e inserción en los mercados. 
• La aplicación de los instrumentos económicos –impuestos, tasas, subvenciones, incentivos 
fiscales- muchas veces no son aplicables debido a que no existen o no están bien definidos los 
derechos de propiedad de los recursos y servicios ambientales. 
• Las condiciones de la política macroeconómica para la producción agrícola y pecuaria, en 
particular, las tasas de interés y cambiarias, y en conjunto, la sobreprotección brindada por el 
Estado al sector financiero, han confluido con la concentración de la propiedad y las 
consiguientes rentas monopólicas de la tierra, para generar una agricultura no competitiva, con 
limitaciones en sus articulaciones con sistemas eficientes de procesamiento agroindustrial y 
comercialización. 
• Ha habido un divorcio ente la ley de aguas y de bosques y su aplicación y los usuarios, 
principalmente con los de la parte alta de la cuenca. En las zonas altas los agricultores están 
más marginados, a tal punto que desconocen las leyes y no tienen confianza en que se cumplan. 
• El otorgamiento de los derechos de uso de agua, sin considerar la evolución de la oferta del 
agua por los efectos del cambio climático y las variaciones en los balances hídricos, genera 
amplios conflictos a nivel local y regional. 
• Escasa asignación de recursos a la administración pública para cumplir sus funciones de 
promoción y vigilancia. 
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• Las organizaciones débiles especialmente en el ámbito de pequeños productores y comunidades 
campesinas y nativas, lo cual impide que participen en las decisiones de política y si lo hacen, 
tienen muy baja capacidad de negociación. 
• La baja rentabilidad del sector es uno de los factores negativos que afecta el crecimiento y 
desarrollo del sector. El índice de precios reales del sector muestra una tendencia muy 
oscilatoria, lo cual genera incertidumbre. 
Recomendaciones 
Las recomendaciones para un mejoramiento de la formulación, ejecución y monitoreo de políticas que 
tengan en cuenta la población pobre, sobre todo aquella que vive en las cuencas altas, y que de las 
bases para buscar un desarrollo sostenible del territorio rural, se derivan del análisis FODA realizado y 
de lo expresado juiciosamente por los encuestados y entrevistados. Se puede resumir en los siguientes 
puntos: 
1. Es necesario enfrentar la brecha existente entre teoría y práctica o entre formulación de leyes y 
estrategias y aplicación de las mismas. Para esto hay que concientizar y capacitar a las 
organizaciones de productores en las cuencas sobre los derechos y deberes existentes, sobre 
los incentivos y penalidades que están en la legislación que afecta a los pobladores rurales, 
Generar formas de incentivar y apoyar para mejorar la organización y capacidad negociadora de 
los campesinos y sus niveles de información sobre los derechos ciudadanos, la normatividad 
existente y las oportunidades del mercado interno y externo es tarea ineludible. La forma debe 
ser mediante procesos de capacitación y acompañamientos y respetando las formas 
organizativas tradicionales. 
2. Apoyar el dialogo político y la formación cívica de las comunidades para mejorar la participación 
de las y los productores en la definición de las políticas. Los maestros deben ser involucrados y 
deben jugar un rol importante en la educación cívica de los pobladores. Los alcaldes y los 
Secretarios de Agricultura de los departamentos deben velar por que la comunidad conozca y 
utilice las mecanismos de participación diseñados. 
3. Mejorar la gestión de la administración pública, mediante capacitación a los profesionales y 
técnicos sobre las normas y estrategias que los Ministerios de Agricultura y Desarrollo Rural y  
Ambiente, Secretarias de Agricultura y organismos locales sobre mecanismos para mejorar el 
desempeño tanto en lo técnico como en lo social y político. Otro aspecto para mejorar en esta 
área es la articulación y coordinación entre lo nacional, lo departamental y lo local. Hasta la fecha 
predomina lo nacional y sectorial; debe buscarse como se mejora la distribución de atribuciones 
bajo el principio de subsidiaridad y tratando de encontrar formas de promover el desarrollo 
sustentable a nivel territorial. En este campo también es muy importante buscar la coherencia y 
simplificación de la normatividad para volverla más transparente y fácil de comprender y aplicar. 
4. Diseñar mecanismos que favorezcan un balance entre las medidas de “arriba-abajo” y las de 
“abajo –arriba”. Este es un trabajo en el ámbito de los políticos, funcionarios y las comunidades 
para motivar a las personas y organizaciones a aprovechar los espacios de participación 
existentes. Esta recomendación exige que el Estado se preocupe por apoyar la modernización 
de las organizaciones públicas y las gremiales, para que logren un mejor desempeño en la 
prestación de servicios y en su capacidad de negociación. Las organizaciones son la base 
fundamental del capital social y pueden desempeñar una serie de funciones para fortalecer el 
desarrollo institucional y rural, y por ello el Estado debe incentivarlas, en particular de aquellas 
que pueden adquirir capacidad promotora y de liderazgo en el desarrollo institucional. 
5.  Ampliar la discusión entre los actores para lograr sintetizar las visiones existentes en una 
concepción más integral, en una nueva institucionalidad basada ante todo en el desarrollo 
territorial. La construcción de una nueva institucionalidad requiere un contexto que supere la 
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óptica sectorial dominante hasta ahora. Es necesario asegurar el proceso mediante la 
incorporación de aspectos que van más allá de lo agrícola y de lo rural, atendiendo aspectos 
relativos a la participación ciudadana en la toma de decisiones, la eficacia del Estado, la 
seguridad jurídica, el acceso a la tierra, el manejo apropiado de los recursos naturales, así como 
el ambiente y la provisión de servicios de apoyo necesarios (como el financiamiento y la 
inversión rural). Las instituciones deben ser instrumentos concertados, de tal forma que tengan 
utilidad y permitan ir construyendo las soluciones a las necesidades locales, dentro de un marco 
de desarrollo general. Una visión integral concertada permitirá encontrar sinergias y enlaces 
entre diversas áreas y ampliará las oportunidades de cada actor en participar en la 
transformación de su realidad. 
6. Poner en marcha mecanismos que fortalezcan la acción de los gobiernos locales en el manejo 
sostenible de los recursos naturales y la puesta en práctica de políticas de desarrollo rural en su 
territorio. Esto demanda generar más incentivos a la inversión en el espacio rural local y más 
atribuciones al gobierno local en el ejercicio de la autoridad y en la promoción del desarrollo. Es 
evidente en el país el desarrollo de una política pública sectorial con grandes vacíos operativos 
en los niveles regionales, cuyas expresiones son polarizadas y disímiles, de tal manera que en 
un extremo, en el nivel central, se manejan las variables macroeconómicas y se orientan, se 
definen y se toman las grandes decisiones, y en el otro extremo, el nivel local, se ejecutan 
pequeños proyectos atomizados, sin ningún impacto y resultado. Por el contrario, son proyectos 
sin ninguna sostenibilidad económica y social y de muy corto horizonte de vida; pero lo peor es 
que éstos no responden a ningún criterio de planificación y concertación regional, en cuanto 
estén contemplados en los planes de desarrollo departamental y municipal. En tal sentido, se 
hace necesario un ajuste organizacional que se exprese en un fortalecimiento institucional de los 
niveles regionales que endose responsabilidades, capacidad ejecutora y de control a los entes 
territoriales mediante mecanismos que, asegurando la concertación y participación de las 
comunidades beneficiarias, permitan la legitimación de las políticas públicas a desarrollar y de la 
gestión de los gobiernos. 
7. Aprovechar los espacios de las mesas de concertación y los presupuestos participativos para 
proveer de recursos públicos, y lograr alianzas con el sector privado, para mejorar los procesos 
de innovación agrícola, capacitación, información, asistencia técnica y comercialización. Los 
esfuerzos positivos logrados con las cadenas agroalimentarias, los acuerdos de competitividad y 
las alianzas productivas deben continuarse y multiplicarse, pues constituyen una base muy 
importante en mejorar la productividad y lograr una mejor inserción en los mercados interno y 
externo. Estos mecanismos deben ser utilizados para que a partir de estas experiencias se 
inserten más claramente los temas de manejo de recursos naturales renovables y los temas de 
equidad. 
8. Es necesario profundizar los esfuerzos por mejorar la competitividad, pero no solo a partir de 
instrumentos que mejoran procesos y capacidades, sino enfrentando los problemas 
estructurales.  Son indispensable medidas e incentivos que favorezcan el acceso a los activos, 
que mejoren la capacidad empresarial y den mayor información para la toma de decisiones de 
largo plazo.  
9. Los procesos que favorezcan y apoyen los procesos de paz son fundamentales para mejorar el 
desempeño y la sostenibilidad del sector y del desarrollo territorial. Por esto se deben apoyar 
todos los esfuerzos por solucionar el conflicto y encontrar formas de convivencia entre todos los 
actores en el territorio nacional. Las acciones deben ir desde las reformas estructurales y de 
emergencia necesarias en los territorios más afectados hasta las medidas de concientización 
para crear una cultura por la paz. 
10.  La firma del tratado de libre comercio con Estados Unidos y de otros que están anunciados 
significan una oportunidad para algunos actores y una amenaza para otros. Para poder lograr los 
aspectos positivos, será necesario un monitoreo detallado y la definición oportuna de medidas 
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compensatorias y de apoyo a la reconversión de aquellos actores que resulten afectados por el 
proceso en el corto plazo. 
11. Los esfuerzos de conservación de los recursos naturales deben ligarse de mejor manera a los 
procesos de mejoramiento de la productividad. Los esfuerzos y experiencias en biocomercio, 
mercados verdes, ecoturismo, generación de servicios de los ecosistemas deben ser mejor 
aprovechados, apoyados  y difundidos  para mejorar los procesos de financiamiento de la 
conservación y brindar nuevas oportunidades a las poblaciones pobres de los Andes. 
12. Los procesos de integración regional y de negociaciones internacionales deben continuar siendo 
apoyados y se deben ampliar los instrumentos para que los pequeños productores puedan 
participar de los mercados internacionales. 
13. En todos los estudios aparece la reevaluación del peso como una de las barreras más fuertes 
para lograr competitividad en el sector. Este factor de la política macro tiene que ser discutida 
con mayor amplitud, para buscar una salida, pues no es lógico que los esfuerzos de los 
empresarios se vean frustrados por este factor. Los gremios, los políticos y los encargados de la 
política monetaria deben ser llamados a establecer un dialogo más amplio, que permita 
encontrar una solución acorde a la necesidad de estabilidad, pero también a la necesidad de 
competitividad. 
